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DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN EL ARTICULO 324 EN CONCORDANCIA CON EL 110 DEL CODIGO GENERAL DEL PROCESO, SE FIJA EL 

PRESENTE TRASLADO EN LUGAR PÚBLICO DE LA SECRETARÍA, HOY 7 DE SEPTIEMBRE DE 2022, A LAS OCHO DE LA MAÑANA (08:00 AM). 
 

 
 

 
SANTIAGO PERDOMO TOLEDO 

Secretario 



 

Doctora: 

GLORIA MARLY GOMEZ GALINDEZ 
Juez Segundo de Familia. 

Florencia, Caquetá. 

 

Proceso:  Sucesión Intestada. 

Demandante:  William Hincapié Alarcón, Javier Hincapié Alarcón, Nelly 

Hincapié Alarcón y otros. 

Radicación:   2019-00655-00 

Asunto:   Recurso de apelación auto de fecha 19 de julio de 2022 por el 

cual resolvió el incidente de regulación de honorarios. 

 
SWTHLANA FAJARDO SANCHEZ, mayor de edad, vecina y residente en esta Ciudad, 

identificada con la cédula de ciudadanía número 40.770.418 de Florencia, Tarjeta 

Profesional número 83.440 del C. S. J., correo electrónico swthlana@hotmail.com,  obrando 

en mi calidad de apoderada judicial del Señor JAVIER HINCAPIE ALARCON, por medio 

del presente escrito procedo a interponer RECURSO DE APELACION contra el auto de 

fecha 19 de julio de 2022, por medio del cual resolvió el incidente de regulación de 

honorarios profesionales en los siguientes términos: 

PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACION. 

El artículo 321 numeral 5 del C.G.P., establece son apelables el auto que rechace de plano 

un incidente y el que lo resuelva por lo cual el recurso de alzada que se presente es 

procedente por existir norma expresa. 

INCIDENTE PRESENTADO POR TOGADO. 

Según los términos del incidente solicito lo siguiente: 

“Se  ORDENE al señor JAVIER HINCAPIÉ ALARCÓN,  identificado  con cédula de 

ciudadanía No 17.638.358 de Florencia (Caquetá), con domicilio principal en esta misma 

mailto:swthlana@hotmail.com


 

ciudad,  RECONOCER Y PAGAR  al  suscrito   la  suma  de DOCE MILLONES 

QUINIENTOS MIL PESOS ($12.500.000.00), correspondiente al 50% de los honorarios  

profesionales  de  Abogado  según  contrato   de  prestación de  servicios  de  fecha 08 de 

agosto del año 2019, frente los cuales deberá de descontarse el valor de TRES MILLONES 

DE PESOS ($3.000.000.00) que fueron pagados como anticipo al momento de dar inicio a 

la labor encomendada.  …” 
 

FUNDAMENTOS FACTICOS DEL INCIDENTE. 

Según los términos esbozados en el incidente de honorarios se estructuro en estos aspectos 

que son los más básicos: 

1.- Poderes otorgados.  Indica que le otorgaron poder tres (3) personas los Señores 

WILLIAM, NELLY y JAVIER HINCAPIE ALARCON, en su calidad de herederos de 

los causantes para tramitar un proceso sucesoral. 

2.-  Contrato de prestación de servicios.  Los tres (3) poderdantes firmaron un contrato de 

prestación de servicios completamente proyectado, digitado por el profesional del derecho 

donde en la cláusula segunda, se estipulo la remuneración, en los siguientes términos: 

“Las partes del presente contrato manifiestan en forma expresa que en lo relativo a 

honorarios el APODERADO y los CONTRATANTES han pactado la suma de setenta y 

cinco millones de pesos moneda legal ($75.000.000) del total de la masa herencial  existente 

pagaderos de la siguiente forma. 1. Primer pago. El valor de QUINCE MILLONES DE 

PESOS ($15.000.000) a la firma de este contrato. 2. Segundo pago. El valor restante 

correspondiente a SESENTA MILLONES DE PESOS ($60.000.000), será pagadero al 

apoderado por los contratantes al finalizar el presente proceso con sentencia definitiva, 

bien sea en dinero líquido o con un bien inmueble que en dinero equivalga al valor antes 

mencionado realizando el respectivo avalúo comercial de común acuerdo entre las partes. 

LOS CONTRATANTES autorizan expresamente al APODERADO a deducir el valor de los 

honorarios aquí pactados, del pago que reciba conforme a la facultad de recibir otorgada 

en el poder conferido.   



 

3.- Razones y fundamento de la revocatoria de poder. 

Si leemos detenidamente las causales de revocatoria las consigno en los siguientes términos: 

“La existencia de intereses contrapuestos con otros que éste está defendiendo por existir conflicto de intereses entre 

el suscrito con los otros herederos que él representa, teniendo como base que en forma reiterada le solicite al 

profesional del derecho que en la diligencia de inventarios y avalúos debía solo inventariar la propiedad mas no la 

posesión del predio urbano ubicado en la calle 33 C No. 8-37 del Barrio la Paz, identificado con código catastral 

nuevo  No. 18001010100000284000600000000, Código Catastral 01-01-0284-0006-000, ya que soy el poseedor 

real y material superior a 20 años y la respuesta que obtuve fue que ello él no podía hacerlo porque afectaba a los 

otros herederos. Así mismo, se le solicito que debía inventariar las compensaciones a mi favor ya que soy la persona 

que ha sufragado una serie de gastos de sostenimiento de los predios materia del activo de la sucesión ya que fui 

designado guardador legitimo del causante JORGE ENRIQUE HINCAPIE SALAZAR, mediante auto de fecha 7 de 

abril de 2015, por su juzgado y la respuesta que recibo es la misma de la anterior, y que tráigalos haber que se 

puede presentar, pero sin mostrar ningún interés en representar mis interés, por la sencilla razón de presentar un 

conflicto de intereses relacionados con mis pretensiones y las de los otros herederos que representa. Lo cual se 

puede deducir que el profesional del derecho OSCAR ANDRES ORTIZ MARTINEZ, está incurso en un conflicto de 

intereses para representar dentro de este proceso sucesoral al mismo tiempo a los demandantes Javier, William y 

Nelly Hincapié Alarcón, porque el primero de los nombrados tiene pretensiones e intereses diferentes a los dos 

últimos mencionados respecto de compensaciones, y reconocimiento de posesión de un predio que los dos últimos 

no tienen.  Igualmente, otra causal para revocarle el poder es que se niega a informar o enviarme el link de las 

audiencias y me debo enterarme de las audiencias o link por mis hermanos donde me dicen no se va conectar y debo 

decirles, pero el abogado no me lo ha mandado y ellos dicen que a ellos se los había mandado con anticipación de 

10 días, ante ello una vez mi hermana me envió el link me conecte y en la audiencia deje la constancia que el 

profesional del derecho no me había mandado el link. Ante esta situación el referido profesional del derecho me 

envía un audio a mi wasap reclamándome por haberme conectado y acusándome de que para que me conecte y lo 

había hecho quedar mal, de mal gusto, que le iba enviar el link si la audiencia se hiciera de lo contrario no se lo iba 

mandar, que lo había ridiculizado, por lo tanto, se le indico que no era cierto, ya que nunca envió el link y diciéndole 

que para la próxima audiencia le enviara el link. Finalmente, resulto solicitando a mi nombre medidas cautelares 

de embargo y secuestro de los bienes inmuebles sin que obtuviera autorización de mi parte, ya que jamás fue nuestro 

sentir pedir medidas cautelares y me vine a enterar cuando una de las herederas me dice que como podían hablar 

de la posibilidad de vender un bien de común acuerdo para pagar deudas especialmente lo adeudado a la DIAN  si 

mi abogado había pedido el embargo y secuestro de los bienes sucesorales, lo cual me causó sorpresa, le reclame y 

la respuesta fue que no tenía que pedir permiso que para eso le habían dado el poder, causando traumatismos, gastos 

de embargo, secuestro innecesarios aumentando las diferencias entre los herederos y gastos del proceso. No sobra 

decir a su honorable despacho que los profesionales del derecho están sometidos a unas tarifas de honorarios 

regulados por el Colegio de Abogados, para el año 2019, se encontraban estipulados para procesos de sucesión 



 

ante juzgados en el título I, donde se establece que se  fijá  una  tarifa mínima  de  12 salarios  mínimos mensuales,   

y cuando el  valor de los   activos líquidos  según   diligencia de  inventarios y avalúos exceda de $500.000.000 se 

cobrará un  valor mínimo de  15  salarios  mínimos;  y  si estos son superiores a un  $l.000.000.000 y hasta 

$2.000.000.000,  se cobrará un valor mínimo de 20 salarios  mínimos  mensuales. Si sobrepasa de este valor los 

activos líquidos,  se cobrará  como mínimo 30 salarios  mínimos  mensuales. Nos hizo firmar un contrato por valor 

de $75.000.000, para los hermanos William, Javier y Nelly, donde en forma inicial se debería pagar la suma de 

$15.000.000, y la suma de $60.000.000, al finalizar con el trabajo de partición en firme ya sea en dinero en efectivo 

o en un bien inmueble de la sucesión, pasando los limites indicados. Como le solicite renunciara exponiéndole lo 

indicado anteriormente negándose e indicando que debía pagarle el resto de los honorarios, le solicito que su 

honorable despacho le regule los honorarios por la gestión encomendada aclarando que se le entrego por los tres 

la suma de $15.000.000 de pesos, en efectivo tal como se indicó en el contrato de servicios que se firmó entre las 

partes. En el correo que se le envía a su despacho se le envía al correo del profesional del derecho que se le revoca 

poder para que quede notificado de mi decisión.” 

 

4.- Actuaciones procesales del incidentalista. 

 
Revisando cuidadosamente el expediente encontramos que el incidentalista realizo las 

siguientes actuaciones dentro del proceso sucesoral: 

 El día 19 de septiembre de 2019, radico demanda sucesoral de los Señores Jorge 

Enrique Hincapié Salazar y María Nelly Alarcón de Hincapié, según poderes 

otorgados por los tres (3) herederos. 

 Reclamo unos oficios con destino a unos herederos, Oficina de Registro de 

Instrumentos públicos y la DIAN. 

 El día 10 de octubre de 2019, radico memorial donde informa de la existencia de 

nuevos herederos de los causantes para que comparezcan al proceso. 

 El día 21 de octubre de 2019, presento memorial por el cual hace allegar las 

publicaciones a consecuencia del requerimiento que le hizo el juzgado.  

 El día 18 de noviembre de 2019, radica memorial donde se solicita se corrija un oficio. 

 El día 18 de noviembre de 2019, radica un oficio donde adjunta un registro civil de 

nacimiento y defunción de un hijo de los causantes. 

 A folio 150-151, figura un memorial que no tiene fecha ni sello de recibido por 

ninguna parte solicita medidas cautelares. 



 

 A folio 155 del expediente obra oficio donde corrige la solicitud de medidas 

cautelares memorial que tampoco tiene sello alguno de recibido ni menos constancia 

de correo electrónico. 

 Nuevamente figura un memorial sin ninguna constancia de recibido por el juzgado ni 

menos trazabilidad de correo electrónico ni menos existe foliatura del expediente 

donde solicita fecha para los inventarios y avalúos. 

 Nuevamente figura un memorial sin ninguna constancia de recibido por el juzgado ni 

menos trazabilidad de correo electrónico ni menos existe foliatura del expediente 

donde solicita se suspenda la fecha para los inventarios y avalúos, porque según el no 

se había podido recolectar los avalúos catastrales de los predios. 

 

No existe ninguna actuación más del profesional incidentalista.  

 

5.- Traslado del incidente.  

 

El día 11 de enero de 2022, se admitió el incidente de regulación de honorarios profesionales 

y se dio traslado del mismo. 

 

6. Contestación del incidente. 

 
El incidentado descorrió el traslado del incidente de honorarios donde en forma clara precisa 

y contundente respecto de las pretensiones del mismo indico lo siguiente: 

 

“Referente a esta petición o pretensión mi poderdante se allana completamente que su 

honorable despacho regule los honorarios al profesional del derecho recordemos que en el 

escrito de revocatoria de poder mi poderdante lo solicito para cancelarle los honorarios 

profesionales que le corresponden teniendo la totalidad de la gestión y dichos valores 

estaban incluidos los gastos del proceso. Es de darle claridad que la regulación de los 



 

honorarios se encuentra soportada en lo normado por el artículo 76 del C.G.P., esto es 

tener los criterios señalados en el Código precitado para la fijación de las agencias en 

derecho. A la segunda pretensión donde solicita lo siguiente: Se ORDENE al señor JAVIER 

HINCAPIÉ ALARCÓN, identificado con cédula de ciudadanía No 17.638.358 de Florencia 

(Caquetá), con domicilio principal en esta misma ciudad, RECONOCER Y PAGAR al suscrito 

la suma de DOCE MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS ($12.500.000.00), 

correspondiente al 50% de los honorarios profesionales de Abogado según contrato de 

prestación de servicios de fecha 08 de agosto del año 2019, frente los cuales deberá de 

descontarse el valor de TRES MILLONES DE PESOS ($3.000.000.00) que fueron pagados 

como anticipo al momento de dar inicio a la labor encomendada. Es importante aclarar, 

que los VEINTINCINCO MILLONES DE PESOS referidos como valor total de los honorarios, 

corresponde a la tercera parte de los SETENTA Y CINCO MILLONES que refiere el 

contrato de prestación de servicios, por cuanto ese es el valor que proporcionalmente le 

corresponde asumir al señor JAVIER HINCAPIÉ ALARCÓN, y sobre este último valor, se 

establece el 50% solicitado a través de este trámite incidental. Mi poderdante no está de 

acuerdo con el valor cobrado teniendo en cuenta que está cobrando la suma de 

$12.5000.000, el 50% sobre el total de los honorarios ya que considera que no está de 

acuerdo a lo estipulado por el artículo 76 del C.G.P., y las agencias en derecho para el 

tipo de actuaciones desarrolladas en el proceso, además que se aplican son las agencias del 

derecho reguladas por el C.G.P., y no del contrato. Respecto de la tercera pretensión 

referente a la condena en costas y costos nos oponemos ya que mi poderdante no se opone 

bajo ningún punto de vista a la liquidación de los honorarios los pidió el mismo cuando 

revoco el poder pero que se ajusten de acuerdo a la gestión realizada. 

Así mismo se solicitó tener como pruebas las siguientes: 



 

1.- Audiencia de inventarios y avalúos suspendida. Solicito tener como prueba el audio de 

dicha diligencia donde en forma clara el heredero JAVIER HINCAPIE fue el último en 

conectarse a la audiencia y donde dejo constancia que el abogado nunca le hizo allegar el 

link de la audiencia y lo obtuvo fue por los otros herederos demandantes. 

2.- Se tenga como prueba el escrito por donde el incidentalista responde a la revocatoria de 

poder donde reconoce negarse a inventariar las compensaciones. 

3.- Se tenga como prueba el escrito de incidente de regulación de honorarios donde reconoce 

lo plateado por mi poderdante. 

4.- Copias de los audios por wasap donde el incidentalista le reclama porque se había 

conectado y había dicho que el abogado no le había dado el link así como el audio donde 

dijo que iba a organizar una reunión para hablar de los inventarios y nunca sucedió. 

5.- Copia del audio donde mi poderdante le da respuesta y le contesta en forma clara el 

reclamo por lo dicho en la audiencia. 

6.- Se decrete un interrogatorio de parte al incidentalista para que absuelva las preguntas 

respecto de las circunstancias de tiempo, modo y lugar respecto del incidente. 

7.- Se recepcione el testimonios de los herederos William, Nelly, Nohora Hincapié Alarcón, 

para que declaren todo lo que les conste respecto de la contestación del incidente y lo 

referente a los embargos y las compensaciones y si les informo a los dos primeros lo 

planteado por el heredero Javier Hincapié y la solicitud de incluir las compensaciones y si 

estaban de acuerdo. 

8.- Se tenga como prueba el expediente del proceso sucesoral donde esta insertado la 

actuación surtida por el incidentalista. 



 

9.- se recepcione el testimonio del heredero JAVIER HINCAPIE ALARCON para que 

declare las circunstancias de tiempo, modo y lugar que dio origen a la revocatoria de poder 

y la negativa del incidentalista de inventariar las compensaciones a su favor.   

6.- Decreto de pruebas.  

El día 28 de abril de 2022, mediante auto se decretaron las pruebas pedidas por las partes, y 

se señaló los días 8 y 9 de Agosto de 2022, para practicar los testimonios e interrogatorios, 

diligencias llevadas a cabo como se puede apreciar en los audios. 

7.  Decisión incidente. 

Con enorme sorpresa por no decir otra situación se descubre que la juez segunda de 

Familia el día 19 de julio de 2022, había expedido auto por medio del cual regula los 

honorarios del incidentalista, y lo notifico el día 23 de Agosto de 2022, el auto que resolvió 

el incidente fue anterior a la práctica de las pruebas testimoniales e interrogatorios los cuales 

se practicaron los días 8 y 9 de agosto de 2022,  lo cual constituye la mayor violación al 

debido proceso,  y tanto es así que al señalar los honorarios señalo los que el incidentalista 

pedía, toda esta situación que desde el inicio demuestra un prejuzgamiento, y que no decir 

del contenido jurídico del proveído, veamos, 

8. Errores de la decisión del incidente. 

A folio 1 parágrafo 3 del auto fue capaz de indicar lo siguiente: 

“Al incidente de regulación de honorarios, se le dio inicio 

a través del auto de fecha 15 de diciembre de 2021, 

corriéndose el traslado respectivo a la parte incidentada, 

la cual guardo silencio” (lo resaltado es mío).  



 

Esta manifestación es completamente falsa, teniendo como base que el incidentada 

descorrió el traslado y se pronunció solicitando pruebas,  como se demuestra con el 

correo electrónico de fecha 13 de enero de 2022, y el mismo auto de decreto de pruebas, 

adjunto pantallazo. 

      

A renglón seguido la juez menciona que se tendrán en cuenta las pruebas documentales 

contrato de prestación de servicios, y menciona que se decretaron pruebas testimoniales y 

en su oportunidad fueron decretadas, cuando para la fecha que resolvió el incidente ni 

siquiera se había llevado a cabo la audiencia de pruebas. 

En las consideraciones del proveído señalo que el artículo 76 del Código General del proceso 

establece la regulación de honorarios donde para determinar el monto de los honorarios el 

juez tendrá como base el respectivo contrato y los criterios señalados en el código para la 

fijación de las agencias de derecho. Asevera que según la norma transcrita la regulación de 



 

honorarios no podrá exceder el valor de los pactados en el contrato y en el caso en estudio 

estos fueron acordados mediante contrato de prestación de servicios profesionales. Precisa 

igualmente que la finalidad del jurista incidentante es que se le fijen los honorarios por su 

gestión realizada en el proceso ejecutivo (lo resaltado es mío), partiendo de esta situación 

debemos indicar que estamos ante un proceso sucesoral y no ejecutivo, sino somos capaces 

de identificar el tipo de proceso es muy difícil hacer los demás aspectos inherentes a la 

tasación de unos honorarios profesionales. 

A continuación, se indica en el auto recurrido que como suscribieron un contrato de 

prestación de servicios profesionales, la fijación de honorarios debe ceñirse en principio a 

este, salvo que exista desproporción en la remuneración de los mismos, apreciación del 

despacho errónea  partiendo que hace una interpretación que el artículo 76 ibídem no dice 

lo que indica literal y gramatical lo siguiente:  “para la determinación del monto de los 

honorarios el juez tendrá como base el respectivo contrato y los criterios señalados en 

este código para la fijación de las agencias en derecho”.   

Es de anotar que el auto reconoce que entre las partes estipularon en la cláusula quinta del 

contrato que podrán rescindir el contrato por las causales de inhabilidad o incompatibilidad 

de intereses, falta grave de colaboración o abandono del contratista que impida una eficaz 

acción del apoderado.       

Del material probatorio que hizo parte del incidente y que nunca se mencionó en el auto esta 

la prueba documental, audios, que demuestran que el profesional del derecho se encontraba 

incurso en una inhabilidad por e) Asesorar, patrocinar o representar, simultánea o 
sucesivamente, a quienes tengan intereses contrapuestos, sin perjuicio de que pueda 
realizar, con el consentimiento de todos, gestiones que redunden en provecho común;(…)”  

Sobre este aspecto y en concreto en el caso que hoy nos ocupa la Sala del Consejo Superior 

de la Judicatura de fecha 2 de Octubre de 2019, siendo Magistrado Ponente: Dr. 

ALEJANDRO MEZA CARDALES, con Radicación No. 730011102000201700263 01, y 

Aprobado según Acta No. 72 de la misma fecha, indico lo siguiente: 



 

“En el asunto que ocupa la atención de la Sala, es evidente que, 

contrario a lo afirmado por el encartado en su recurso, sí 

existían intereses contrapuestos, pues se trata de una sucesión 

contenciosa en la cual el togado representó a uno de los 

herederos y de manera simultánea representó a otras personas 

que reclamaban derechos en la sucesión y/o con un pretendido 

mejor derecho sobre algunos bienes que forman parte de la 

masa sucesoral, de manera que resultaba indispensable contar 

con la anuencia o consentimiento de tales personas, como 

conditio sine qua non para evitar incurrir en la falta por la cual 

se le ha sancionado al togado investigado, de suerte que, ante 

la inexistencia del aludido consentimiento expreso, es claro 

que este cargo no está llamado a prosperar.” 

Con esta sentencia se demuestra que un abogado al mismo tiempo no puede representar en 

un proceso sucesoral a varios herederos por tener intereses contrapuestos como fue el de mi 

hoy cliente y los herederos William, Nelly, por lo tanto, si mi poderdante fuese otra persona 

ya hubiera instaurado la queja disciplinaria, pero no tiene ese interés sino por el contrario 

lograr establecer de común acuerdo los honorarios por su gestión. 

Lo cual se puede concluir que las causales invocadas para la revocatoria de poder se 

encuentran justificadas, como se demuestra con la prueba documental, testimonial, y los 

mismos audios aportados. 

Refiere que del contrato de prestaciones de servicios se estipulo en la suma de $75.000.000, 

correspondiéndole la suma de $25.000.000, que le tocaba pagar al aquí incidentado y que 

respecto de la desproporción en la remuneración o beneficios obtenidos ha de tenerse en 

cuenta el trabajo efectivamente realizado por el litigante y la importancia del asunto. Esta 

apreciación constituye otro error de derecho, partiendo que respecto de la desproporción en 

la remuneración o beneficios obtenidos, ha de tenerse en cuenta (i) el trabajo efectivamente 



 

realizado por el litigante, (ii) la importancia y (iii) la cuantía del asunto. Ha dicho al respecto 

el Consejo: “Al decidir sobre la desproporción como elemento configurativo de este tipo 

de falta disciplinaria, se han de tener en cuenta, y se han tenido en cuenta siempre, por la 

jurisprudencia y la doctrina, otras circunstancias como incidentes para la definición de 

aquel (...). Y por eso, precisamente, las tarifas que expiden los colegios de abogados, sobre 

honorarios profesionales, tampoco tienen como solo elemento determinante de aquellos el 

trabajo en sí, sino los otros señalados. (...) sabido es que la jurisprudencia siempre ha 

aceptado las mencionadas tarifas como buena guía para definir si el cobro que se haya 

hecho por algún abogado, en determinado asunto que se le imputa como desproporcionado 

y por tanto ilícito, realmente lo fue o no”1. (Subrayas fuera del texto) 

En conclusión, la jurisprudencia sobre la materia ha fijado cinco (05) criterios para 

determinar si el abogado cobró  honorarios desproporcionados: (i)  el  trabajo 

efectivamente desplegado por  el  litigante, (ii)  el  prestigio  del  mismo,  (iii)  la 

complejidad del asunto, (iv) el monto o la cuantía, (v) la capacidad económica del cliente. 

Cabe recordar que las tarifas fijadas por los colegios de abogados son fuente auxiliar de 

derecho, en cuanto a la fijación de honorarios se refiere. Por otra parte, vale la pena resaltar 

que, a falta de una legislación particular en punto de tarifas profesionales, por regla general 

el límite máximo de lo que resulta admisible cobrar por la prestación de los servicios 

profesionales por parte de los litigantes, no puede ser otro que las tablas arriba 

mencionadas, máxime si, siguiendo la doctrina del Consejo Superior de la Judicatura, ellas 

son elaboradas de conformidad con la costumbre práctica de los abogados. 

Ahora, si revisamos las tarifas de los abogados encontramos que para el año 2019, Conalbos 

estableció que para los procesos sucesorales en juzgados, la tarifa mínima es de 12 salarios 

mínimos, pero puede variar según el valor de los activos líquidos, determinado en diligencia 

de inventarios y avalúos. De manera que si estos activos exceden los $500 millones, el valor 

mínimo es de 15 salarios mínimos; si van de $1.000 millones hasta los $2.000 millones, la 

tarifa aumentará a 20 salarios mínimos. Si en últimas los activos líquidos superan este valor, 

podrá cobrarse como mínimo 30 salarios mínimos. 



 

Lo que si tomamos el valor del salario mínimo de 2019, era de $828.116 partiendo del 

mínimo esto es 12 salarios da un valor de $12.421.740, pero este valor puede variar según 

el valor de los activos líquidos determinados en la diligencia de inventarios y avalúos- lo 

cual no ha sucedido y en verbigracia se aceptara si exceden de $500.000.000, el valor 

mínimo de 15 salarios, y si pasa de 2.000 millones la tarifa se aumenta a 20 salarios. Ahora 

revisemos las tarifas de agencias en derecho encontrando que es claro determinarse que 

establece el valor de las agencias en derecho del total del proceso. 

Si partimos de lo esbozado anteriormente se encuentra que el valor de los honorarios 

pactados es a todas luces desproporcionado y se irrespeto el marco legal en el contrato de 

prestación de servicios. 

Ahora indica el auto para tasar la suma de $12.000.000, lo siguiente: 

“…..no queda más que fijarlos en un monto de conformidad a lo hecho 

en proceso, el cual se admitió, presento solicitud de medidas cautelares, 

retiro de oficios y se allego hasta la fecha de inventarios y avalúos, 

diligencia que se encuentra en espera de su realización, hasta que le 

revocaron el poder….de acuerdo a la gestión realizada en el proceso de 

la referencia se fijan los honorarios del abogado OSCAR ANDRES 

ORTIZ MARINEZ en cuantía a $12.000.000, descontando la suma ya 

recibida de $3.000.000 lo cual se ajusta a lo dispuesto en el contrato de 

prestación de servicios.”  

Decisión de liquidar la suma de $12.000.000, según los términos del contrato de prestación 

de servicios que a todas luces está estructurada en un error de derecho, veamos, 

Si los términos del contrato que estipulo los honorarios profesionales como lo dice el auto 

sobre el cual se basó el cual es desproporcionado a las tarifas legales que obligan a los 

abogados, no se podía tener en cuenta como ya se dijo anteriormente, y si revisamos el 

contrato tenía un pago inicial de $15.000.000, repartidos entre los tres da un valor de 

$5.000.000, cada uno, y no es como se dice en el auto que mi poderdante entrego 



 

$3.000.000, tal como lo expone el abogado, sino que como es bien conocido el abogado esta 

en la obligación de expedir recibo y nunca lo hizo como era su obligación legal, y el Juzgado 

le dio credibilidad a lo que dijo el abogado y el proveído ni siquiera hace una valoración 

probatoria de los interrogatorios practicados a las partes, ni una descripción de lo dijeron 

cada uno, ya que como se indicó por mi poderdante se le cancelo el primer contado, así 

mismo el testimonio de la testigo NELLY HINCAPIE ALARCON cuando refirió que se le 

cancelo y que ella también le pidió el paz y salvo que a ella le cobro $2.000.000 adicionales 

del primer contado, y si fuera poco si revisamos la suma reconocida no existe por ningún 

lado un análisis probatorio de donde sale la suma de $12.000.000, cuando la gestión 

realizada como bien lo dice el auto se limitó a presentar la demanda, reclamar unos, oficios 

y pedir unas medidas cautelares, jamás podrá señalarse dicha cuantía por una gestión tan 

limitada, además de argumentar que se tendrá en cuenta el contrato de prestación de 

servicios profesionales, cuando la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 

sobre el tema de la fijación de honorarios sobre expectativas del proceso ha señalado: “En 

virtud de lo anterior, el peticionario se encuentra legitimado para reclamar de su poderdante 

la retribución de su gestión profesional, la cual, si bien se regulará conforme al acuerdo de 

voluntades, ley para las partes, se fijará sin exceder el monto máximo allí señalado, pues, 

“‘cuando el valor de los honorarios se pacta en una proporción sobre las expectativas de 

triunfo el asunto queda en la indeterminación’, el resultado de la gestión es contingente e 

incierta, sujeta al éxito de la causa determinada al momento de la completa definición 

secundum legis del proceso, trámite, asunto o recurso, por lo cual, en tales circunstancias, 

‘el trámite incidental previsto en el inciso 2° del artículo 69 del Código de Procedimiento 

Civil no implica la perentoria aplicación del contrato de prestación de servicios que el 

poderdante celebró con el abogado, pues al respecto la norma aludida sólo dispone que ‘el 

monto de la regulación no podrá exceder del valor de los honorarios pactados’ de donde se 

sigue que eventualmente tal contrato sólo determinaría el máximo tope que puede fijarse a 

los emolumentos del profesional incidentante, por una labor llevada hasta su culminación” 

(Auto de 18 de mayo de 2007, exp. 11001-02-03-000-2003- 00024-01)” (Auto de 31 de 

mayo de 2010, exp. 04260).  Y tanto es así, que la suma regulada por valor de $75.000.000, 



 

para los tres indica del total de la masa herencial existente (lo resaltado es mío), y esto es 

improcedente ya que no se puedo plantear que es de la totalidad de la masa herencial ya que 

en este proceso son varios los demandantes y el incidentalista solo representaba a tres (3), y 

al paso que va ni siquiera se ha hecho la diligencia de inventario y avalúo para saber cuáles 

son los bienes verdaderamente inventariados y los pasivos porque como van las cosas van a 

tener que pagar más honorarios que herencia, lo que demuestra que es un contrato a todas 

luces desproporcionado, y más la regulación de honorarios desprovista del marco legal y de 

acuerdo a la poca gestión realizada. 

Es de indicar que según los términos del contrato de prestación de servicios en su clausula 

séptima establecieron la jurisdicción civil para regukar lo referente a diferencias de 

honorarios y similares. Finalmente, continua la cadena de errores de condenar en costas 

cuando mi poderdante se allano al incidente pero que se regularan de acuerdo al marco 

legal, por lo tanto, no hay lugar a codena en costas.  

Finalmente, Señores Magistrados termino haciendo la siguiente pregunta ¿Cómo deciden 

un incidente sin haberse realizado la audiencia de pruebas, testimonios e 

interrogatorios, que fueron posteriormente practicados, y el auto que resuelve el 

incidente de fecha 19 de julio de 2022, lo notifican el día 23 de Agosto de 2022.? ¿Qué 

pensara el Señor JAVIER HINCAPIE ALARCON, hombre de campo, del agro que no 

entiende como hacen estas situaciones que a todas luces será que es correcto que un 

Juez de la República realice este tipo de comportamientos?  

En estos términos dejo sustentado el recurso de apelación. 

Con el respeto de siempre, 

SWTHLANA FAJARDO SANCHEZ. 

C. C. No. 40.770. 418 Florencia. 

T.P. NO. 83.440 C.S.J.  




























































